
CONSTANCIA: A Despacho del señor Juez el presente proceso con los siguientes 

memoriales: (i)Respuesta a la medida cautelar decretada dentro de este trámite por parte de 

Coltefinanciera informando que el demandad no tiene vínculos con la entidad. (ii) Liquidación 

del crédito aportada por el apoderado de la parte demandante y iii) Solicitud de nulidad por ser 

el demandado persona declarada interdicto y sin capacidad de comprometer su patrimonio 

desde el día 02 de octubre de 2017 y nulidad del acto de notificación del demandado. 

 

 
  Manizales, febrero 15 de 2022. 
 
 

 
NOLVIA DELGADO ALZATE 

SECRETARIA 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO 

Manizales, veintiuno (21) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 

Referencia. 

Proceso:  EJECUTIVO 

Demandante: BANCO POPULAR  

Demandado: EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI 

Radicado:  17001-31-03-003-2021-00178-00 

Auto Sustanciación: No. 136 

 
 

Vista la constancia Secretarial que antecede y los escritos allí referenciados, teniendo en 

cuenta que la solicitud de nulidad presentada en favor del señor EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI 

cumple con los requisitos formales del artículo 135 del Código General del Proceso; el 

Despacho le dará trámite conforme a lo reglado por el artículo 134 ibídem, para lo cual se corre 

traslado del escrito a la parte actora por el término de tres (3) días. Se reconoce personería 

al abogado LUIS LEANDRO CASTAÑO BEDOYA con T.P.107.593 del C. S. de la Judicatura, 

conforme al poder conferido.   

 

Una vez se decida la nulidad, de ser pertinente se resolverán las demás peticiones allegadas 

al presente trámite ejecutivo.  

 

NOTIFÍQUESE  
 

 
 

  
 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 

La providencia anterior se notifica en el 

Estado No. 024 del 22/02/2022 

 

NOLVIA DELGADO ALZATE 

SECRETARIA 



Centro de Servicios Judiciales Civil y Familia - Manizales
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Se ha registrado en el sistema, la carga de 1 archivo suscrito a nombre de; LUIS
LEANDRO CASTAÑO BEDOYA, con el radicado; 202100178, correo electrónico
registrado; leandroxiii@gmail.com, dirigido al JUZGADO 3 CIVIL DEL CIRCUITO.

Si necesita comunicarse con el Centro de Servicios, puede hacerlo dentro de los
horarios establecidos al teléfono de atención al usuario, (+57) 321 576 5914

Archivo Cargado

ESCRITONULIDAD.pdf

CÓDIGO DE RECIBIDO: AR-17001-20220214114500-RJC-21034

Palacio de Justicia 'Fany Gonzales Franco'

Carrera 23 # 21-48 Oficina 108 Manizales - Caldas

csjcfma@cendoj.ramajudicial.gov.co

8879620 ext. 11600
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Manizales, febrero de 2022. 

 

Doctor: 

Geovanny Paz Meza 

JUEZ TERCERO CIVIL CIRCUITO  

Manizales, Caldas. 

 

 

 

 

 

 

LUIS LEANDRO CASTAÑO BEDOYA, ciudadano mayor y vecino de la ciudad de 

Manizales identificado con la C.C.10.284.036 expedida en Manizales y portador 

de la T.P. # 107.593 del C. S. de la J., Actuando en mi condición de apoderado 

especial del señor EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI, mayor de edad y vecino de la 

ciudad de Manizales, identificado con la Cédula de Ciudadanía Número 

17.187.762 de Bogotá D.C., discapacitado mental, demandado quien en las 

presentes diligencias actúa por intermedio de la Dra. DIANA MILENA NOREÑA 

GARCIA, persona de apoyo judicial, nombrada el día 22 de noviembre de 2021 

mediante Sentencia 249 emitida por el Juzgado Segundo de Familia, me 

permito por medio del presente escrito presentar SOLICITUD DE DECLARATORIA 

DE NULIDAD fundada en los siguientes hechos y argumentos:  

PRESUPUESTOS FÁCTICOS. 

Primero. El ciudadano demandado en estas diligencias EDGAR ENRIQUEZ 

BUCHELI, quien se identifica con la C.C.# 17.187.762 de Bogotá D.C., fue 

valorado mediante el estudio de su historia clínica, en Dictamen de 

Determinación de Origen y/o Pérdida de Capacidad Laboral y Ocupacional el día 

01 de noviembre de 2018, expedido por la Junta Regional de Invalidez de 

Caldas.   

En dicho dictamen se establece luego de la valoración, que la fecha de 

estructuración fue el día 20 de abril de 2015, fecha de valoración de geriatría 

en donde se documenta por primera vez, en la historia aportada el estado 

mental calificado, momento a partir del cual se alcanza la sumatoria de 

deficiencias el porcentaje de PCL. (Documento que se acredita como prueba). 

REFERENCIA:   PROCESO EJECUTIVO HIPOTECARIO  

PODERDANTE: DIANA MILENA NOREÑA GARCIA. 

DEMANDANTE: BANCO POPULAR  

DEMANDADO: EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI  

RADICADO. 2021-00178 
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También se determina que el aquí demandado debe tener ayuda en la vida 

diaria y ayuda de terceros para toma de decisiones. 

Segundo. A pesar de que habían transcurrido más allá de dos años, a partir de 

haber sido diagnosticado con incapacidad mental por demencia en la 

enfermedad de Alzheimer de comienzo tardía, solo fue el día 08 de febrero de 

2017 radicada demanda de interdicción por discapacidad mental del señor 

EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI, proceso radicado bajo el número 

1700131100020170004700, por la señora OLGA CERON DE ENRIQUEZ 

identificada con la C.C.#41.404.057 de Bogotá D.C., esposa del señor Enríquez. 

Tercero. Esta demanda de interdicción fue admitida el día 17 de abril de 2017, 

y en ella se ordenó practicar al señor EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI, examen 

médico psiquiátrico, asignación que le fue hecha al Dr. MARCO ANTONIO 

ACOSTA LOPEZ, mayor de edad e identificado con la C.C.#10.539.184 de 

Popayán, con Registro Médico 1137 M.S. 

Cuarto.  El día 05 de agosto de 2017, es emitido por el perito DIAGNOSTICO DE 

INTERDICCION POR INCAPACIDAD MENTAL del señor EDGAR ENRIQUEZ 

BUCHELI, el cual concluye que:   

“para el momento de la valoración, el entrevistado presenta UNA 

DISCAPACIDAD MENTAL ABSOLUTA Y LIMITACIONES PSIQUICAS GRAVES Y 

DE COMPORTAMIENTO QUE NO LE PERMITEN COMPRENDER EL 

ALACANCE DE SUS ACTOS DEBIDO A TRANSTORNO NEUROPSIQUIATRICO 

TIPO DEMENCIA, DE GRADO MODERADO A SEVERO. POR LO ANTERIOR NO 

ES CAPAZ DE ADMINISTRAR SUS BIENES Y DISPONER DE ELLOS 

RESPONSABLEMENTE.” 

En este sentido es claro que la capacidad mental del aquí demandado ya estaba 

totalmente disminuida, hacía ya más de dos años atrás.  

Quinto. El día 02 de octubre de 2017 el Juzgado Segundo de Familia del Circuito 

de Manizales, se constituyó en audiencia y profirió la sentencia número 180 por 

medio de la cual, DECLARO EN INTERDICCIÓN POR DISCAPCIDAD MENTAL 

ABSULTA AL SEÑOR EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI, identificado con la 

C.C.#17.187.762 de Bogotá; y privar a dicho interdicto de su representación 

legal y de la administración de sus bienes. A si mismo, se designó a la señora 

OLGA CERON MONCAYO identificada con la C.C.#41.404.057 de Bogotá, como 

guardadora legitima principal del señor EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI, y como 

como guardador legitimo suplente al señor, EDGAR RAUL ENRIQUEZ CERON 

identificado con la C.C.#75.066.400 de Manizales. (Fallo adjunto como prueba). 
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Sexto.  En el mes de octubre de 2017 el señor EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI, se 

constituyó como deudor del BANCO POPULAR S.A., con la suscripción del pagaré 

número 28003330005291, por la suma de $206.000.000 cuya primera cuota 

sería exigible el día 05 de noviembre de 2017, crédito que fue desembolsado el 

día 05 de octubre del mismo año, fecha para la cual el señor EDGAR ENRIQUEZ 

BUCHELI desde hacía más de dos años atrás, y más exactamente el día 20 de 

abril de 2015, fue valorado por geriatría, determinado que padecía 

DISCAPACIDAD MENTAL ABSULTA, y también se determina que el aquí 

demandado debe tener ayuda en la vida diaria y ayuda de terceros para toma 

de decisiones. 

Séptimo. El día 30 de diciembre de 2020, falleció la señora OLGA CERON 

MONCAYO, quien fungió como guardadora principal, asumiendo como tal el 

encargo el señor EDGAR RAUL ENRIQUEZ CERON. (Aporto certificado de 

defunción).  

Octavo. Las cuotas mensuales del crédito fueron indebidamente pagadas de los 

recursos propios de la pensión del señor EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI hasta el 

mes de enero de 2021, persona declarada interdicto y sin capacidad de 

comprometer su patrimonio desde el día 02 de octubre de 2017, incapacidad 

mental que se estructuro desde el día 20 de abril de 2015, como se ha dicho.  

Noveno. Ante el no pago de una cuota del crédito, el BANCO POPULAR S.A., 

inicio acción ejecutiva en contra de mi representado, el día 24 de septiembre 

de 2021, bajo el radicado número 17001310300320210017800, 

correspondiéndole a su despacho. 

Décimo. La demanda fue admitida el día 20 de octubre de 2021 en la cual se 

libró mandamiento de pago en favor del BANCO POPULAR S.A. contra el señor 

EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI, por la suma de $167.360.941 por concepto de 

capital. Lo que implica que fueron pagados durante TREINTA Y OCHO MESES 

cuotas mensuales equivalente cada una, a la suma de $3.257.948 del 

patrimonio del señor ENRIQUEZ BUCHELI de forma irregular. 

Desde esa fecha de admisión se ordenó el embargo de la cuenta de la pensión 

de mi representado y que asciende a un valor mensual de $3.257.946 y una 

cuota en octubre de 2021 que ascendió a la suma de $19.547.676 por concepto 

de cuotas vencidas. (Aporto deducibles de pago) 

Décimo primero. El día 21 de octubre el apoderado del BANCO POPULAR S.A., a 

través de la empresa E.S.M. LOGISTICA S.A.S., notifico conforme al decreto 806 

de 2020, la demanda supuestamente a mi representado EDGAR ENRIQUEZ 
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BUCHELI, pero al correo electrónico olgaceron1640@gmail.com, correo 

electrónico que no corresponde al del señor ENRIQUEZ BOCHELI demandando 

en estas diligencias, teniendo en cuenta dos factores, que la propietaria del 

correo ya había fallecido, pues era la esposa del señor Enríquez y el señor 

ENRIQUEZ BUCHELI no cuenta con correo electrónico por ser incapaz, por lo 

que no puede comparecer a este ni a ningún proceso por cuenta propia.   

Décimo segundo. Una vez fue acreditado por el demandante la supuesta 

notificación al demandado, le fueron contados los términos para que se 

pronunciara sobre los hechos y presentara posibles excepciones, como es 

natural no fue presentado escrito alguno, en donde se defendieran los intereses 

del demandado, toda vez, que este por cuenta propia no lo puede hacer y su 

defensa deberá ser asumida por su guardador hoy profesional de apoyo.  

Décimo tercero. Se hizo notorio que el guardador sustituto designado en 

sentencia 180 del día 02 de octubre de 2017, no asumió la defensa de los 

intereses del INTERDICTO una vez falleció el guardador principal, solo fue 

mediante el fallo del día 22 de noviembre de 2021, que el Juzgado Segundo de 

Familia del Circuito de Manizales, por renuncia del guardador legítimo suplente 

EDGAR RAUL ENRIQUEZ CERON radicada el día 12 de enero de 2021, nombró a 

la Dra. DIANA MILENA NOREÑA GARCIA como profesional de apoyo o 

guardadora legitima del señor  EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI.  

HECHOS GENERADORES DE LA ALEGADA NULIDAD. 

Primero. La solicitud de nulidad va enderezada a probar que el señor EDGAR 

ENRIQUEZ BUCHELI identificado con la C.C.#17.187.762 de Bogotá, fue persona 

declarada interdicto y sin capacidad de comprometer su patrimonio desde el 

día 02 de octubre de 2017, incapacidad mental que se estructuro desde el día 

20 de abril de 2015., fecha de valoración de geriatría en donde se documentada 

por primera vez, en la historia aportada el estado mental calificado. Por lo que 

el aquí demandado no podía en el momento del otorgamiento del crédito ni 

antes, comprometer su patrimonio de ninguna forma, haciendo nulo de forma 

absoluta, todo el procedimiento crediticio y el del cobro ejecutivo. 

Segundo. De igual forma, esta nulidad también va enderezada de forma 

procedimental a nulitar, el acto de notificación del aquí demandado y del cual 

se derivan todas las consecuencias negativas en su patrimonio en la etapa 

procesal, pues se admitió el cobro y ordenaron los embargos que hoy subsisten 

en su pensión, además de generar consecuencias procesales aún más lesivas 

toda vez, que se determinó que mi representado no ejerció ningún derecho de 

defensa. 
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Tercero. Y es que apenas el profesional de apoyo fue designada y tomo posesión 

del cargo, inicio las labores de investigación sobre las finanzas, créditos, rentas 

y embargos que hoy pesan sobre el patrimonio del señor EDGAR ENRIQUEZ 

BUCHELI.     

Cuarto.  Por lo anterior, se acreditan con los documentos aportados que, dentro 

del proceso, se ha actuado sin tener la certeza o mejor sin haberse realizado el 

proceso de notificación en debida forma, al referir la demanda y sus anexos a 

conocimiento de un correo electrónico de una persona que a la fecha de 

notificación de la demanda llevaba más de ocho meses de fallecida.  

Quinto. Quien quedó después del fallecimiento del guardador principal con el 

manejo de las finanzas del interdicto, presentó renuncia al cargo el día 12 de 

enero de 2021, por lo tanto, fue solo cuando asumió funciones la profesional 

de apoyo (noviembre 22 de 2021) que los derechos del señor EDGAR ENRIQUEZ 

BUCHELI podrían ser defendidos en estas instancias. 

Sexto.  Pero todo ese actuar negligente de disposición irregular del patrimonio 

de mi representado, se hace ante la colaboración omisiva de los miembros de 

la familia del señor EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI y de los órganos de control 

corporativo de la entidad ejecutora, que, por aplicación de sus políticas 

formales, permiten que este tipo de siniestros asegurables sucedan vulnerando 

los derechos fundamentales de una persona adulta mayor interdicto por 

demencia. 

La causal invocada para que sea decretada en esta instancia del proceso es la 

reglada en el artículo 133 del C. General del Proceso, que dice: 

8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio 

de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las 

demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas 

como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera 

de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al 

Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo 

con la ley debió ser citado. 

Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar 

una providencia distinta del auto admisorio de la demanda o del 

mandamiento de pago, el defecto se corregirá practicando la notificación 

omitida, pero será nula la actuación posterior que dependa de dicha 

providencia, salvo que se haya saneado en la forma establecida en este 

código. (Subrayas y negrillas) 
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Ahora bien, la protección del derecho fundamental a la capacidad jurídica de 

las personas con discapacidad intelectual también puede ilustrarse en casos en 

los que se omitieron actos procesales con base en la discapacidad. En la 

sentencia T-400 de 2004, la Corte revisó un caso en el que dos personas con 

discapacidad cognitiva fueron demandadas en un proceso ejecutivo hipotecario 

y el juez omitió actos procesales a su favor. La Corte reconoció su derecho al 

debido proceso y estableció, que, con el fin de proteger sus intereses, debían 

actuar bajo su representante legal y el juez civil tenía la obligación de declarar 

la nulidad de las actuaciones procesales que fueron surtidas sin esta garantía. 

En palabras de la Corte: 

 “(…) las personas discapacitadas mentales que resultan demandadas en 

un proceso civil son titulares de un derecho a la igualdad formal, en el 

sentido de que gozan de las mismas oportunidades procesales y recursos 

ordinarios que cualquier ciudadano para defender sus derechos por 

medio de su representante legal, es decir, no pueden ser víctimas de 

ninguna clase de discriminación por parte de los funcionarios judiciales o 

de policía que colaboren en la ejecución de las decisiones judiciales. De 

igual manera, en virtud del principio de igualdad material, los 

discapacitados mentales tienen derecho a recibir un trato especial por 

parte de los mencionados funcionarios, principio constitucional que en 

materia de procesos civiles comprende los siguientes deberes de 

protección: a. A lo largo de todo el proceso civil, el funcionario debe velar 

porque los discapacitados mentales se encuentren debidamente 

representados; b. El funcionario judicial se encuentra en la obligación de 

declarar, de oficio, la nulidad cuando sea informado que en el curso del 

proceso el demandado era un discapacitado mental, que no estuvo 

debidamente representado por su curador. En otros términos, los 

discapacitados mentales tienen derecho a un debido proceso civil, que 

conlleva, por su especial condición, no sólo a que le sea respetada su 

igualdad procesal, como a cualquier ciudadano, sino además a que le sea 

garantizada una igualdad material, la cual se traduce en unos especiales 

deberes de protección a cargo de las autoridades judiciales que conozcan 

de los respectivos procesos judiciales”.[121] 

FUNDAMENTOS LEGALES Y JURISPRUDENCIALES. 

Jurisprudencialmente, se ha reiterado que el derecho a la defensa “…constituye 

una garantía de rango constitucional, cuya eficacia debe ser vigilada y 

procurada por el funcionario judicial…” 
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El ordenamiento procesal civil, es efectivamente es la ley encargada de 

desarrollar el derecho fundamental al debido proceso, consagrado en el art 29 

de la Constitución Política Colombiana. 

A lo largo del tiempo las nulidades procesales han sido utilizadas para 

salvaguardar de manera efectiva las garantías propias del proceso. 

El régimen de las nulidades procesales no se escapa al principio de prevalencia 

del derecho sustancial sobre el derecho formal; por lo que una simple 

irregularidad formal no puede terminar convirtiéndose en un argumento para 

alegar una posible nulidad, degenerando el objeto de las nulidades procesales 

en mecanismos utilizados para torpedear los procesos, logrando así resultados 

facilistas y muy poco éticos si se quiere, no todo incumplimiento de las normas 

procesales desencadena en la formulación de una nulidad procesal. 

Existen varias categorías de nulidades procesales, (i) las que se refieren a la 

inexistencia del acto procesal; (ii) las que se refieren a la nulidad absoluta y (iii) 

las que se refieren a la nulidad relativa. 

De conformidad con el inciso tercero del artículo 134 del Código General del 

Proceso que dice que las causales de nulidad podrán alegarse incluso en el 

proceso ejecutivo con posterioridad a la orden de seguir adelante con la 

ejecución, como sucede en el caso concreto que nos ocupa. 

Las partes inmersas dentro del proceso, se manifiestan por medio de actos, 

bien sea de las partes, de terceros o del juez. Esta serie de mecanismos, normas 

y actuaciones, son los que marcan la diferencia entre un acto jurídico 

meramente formal, y el acto procesal, el que se entiende como: 

 “aquel que es realizado por los sujetos procesales o por aquellas 

instituciones y personas que pueden intervenir en el proceso o concurrir 

eventualmente al mismo”.   

Para el caso concreto, en la presentación de este escrito de nulidad, esta 

actuación irregular fue dada en la diligencia de notificación del auto admisorio 

de la demanda, a un correo electrónico que mi representado no tenía o no era 

de su dominio, mencionando además que la titular de ese correo falleció el día 

30 de diciembre de 2020, y era quien ostentaba la calidad de la guardadora 

principal del señor EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI, por lo que de este hecho es el 

que se predica el acto que contamina la actuación posterior, siendo claro que 

dentro de este proceso, cada parte tiene unos intereses, que versan sobre un 

posible derecho, que ha sido consagrado dentro de la norma, por el legislador, 

y que en aras del correcto desarrollo del derecho como regulador social, debe 



 

8 
Dirección: carrera 24 # 22 – 36 oficina 502 Edificio Sociedad Caldense de Ingenieros Civiles 

Teléfono: 3226079945 
Correo Electrónico: leandroxiii@gmail.com 

LUIS LEANDRO CASTAÑO BEDOYA                                                                                                       
ABOGADO  

ir en su práctica, directamente ligado con garantizar el derecho al debido 

proceso, en nuestra legislación, regulado principalmente por el artículo 29 de 

la Constitución Política de Colombia: 

 “La garantía del debido proceso, plasmada en la Constitución colombiana como 

derecho fundamental de aplicación inmediata” 

A nivel internacional se establece los principios, derechos y deberes para 

mantener el orden:   

“(artículo 85) y consignada, entre otras, en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos de 1948”  

“(artículos 10 y 11), en la Declaración Americana de los Derechos y 

Deberes del Hombre proclamada el mismo año”  

“(artículo XXVI) y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

(Pacto de San José de Costa Rica, 1969, Artículos 8 y 9 

Es en este sentido que pretendo que se declare la nulidad de lo hasta ahora 

actuado incluido el auto de admisión de la demanda, por ello se predica que 

aquí se encuentra ante una vulneración del derecho fundamental que edifica 

esta nulidad.    

El debido proceso comprende un conjunto de principios, tales como el de 

legalidad, el del juez natural, el de favorabilidad en materia penal, el de 

presunción de inocencia y el derecho de defensa, los cuales constituyen 

verdaderos derechos fundamentales 

El derecho a la defensa es como se ha dicho principal garantía del debido 

proceso, este se trata en la Sentencia T-544/15, Bogotá D.C., agosto 21. 

El derecho a la defensa es una de las principales garantías del debido 

proceso y fue definida por esta Corporación como la “oportunidad 

reconocida a toda persona, en el ámbito de cualquier proceso o actuación 

judicial o administrativa, de ser oída, de hacer valer las propias razones y 

argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra 

y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables, así 

como ejercitar los recursos que la otorga. La doctrina ha establecido que 

el derecho a la defensa “concreta la garantía de la participación de los 

interlocutores en el discurso jurisdiccional, sobre todo para ejercer sus 

facultades de presentar argumentaciones y pruebas. De este modo, el 

derecho de defensa garantiza la posibilidad de concurrir al proceso, 

hacerse parte en el mismo, defenderse, presentar alegatos y pruebas. 



 

9 
Dirección: carrera 24 # 22 – 36 oficina 502 Edificio Sociedad Caldense de Ingenieros Civiles 

Teléfono: 3226079945 
Correo Electrónico: leandroxiii@gmail.com 

LUIS LEANDRO CASTAÑO BEDOYA                                                                                                       
ABOGADO  

Cabe decir que este derecho fundamental se concreta en dos derechos: 

en primero lugar el derecho de contradicción, y, en segundo lugar, el 

derecho a la defensa técnica. 

II. NULIDAD DEL CONTRATO DE MUTUO REPRESENTADO EN EL PAGARE consta 

en la Obligación número 28003330005291 incorporada en el pagaré número 

28003330005291 obligación adquirida el día 05 de octubre de 2017. 

En principio, el artículo 1502 del Código Civil enuncia los requisitos que debe 

cumplir todo negocio jurídico, empero, esta norma no es única, puesto que se 

complementa con otras del código mencionado. Tales requisitos son: en primer 

lugar, las partes o parte deben ser legalmente capaces; en segundo lugar, se 

requiere que las partes o la parte consientan o expresen su voluntad sobre 

dicho acto, que debe encontrarse libre de todo vicio; como tercer y cuarto 

lugar, se requiere de objeto y causa lícitos. 

Con la reunión de todos los requisitos, el acto jurídico que pretende satisfacer 

los intereses de los sujetos, nace a la vida jurídica y produce eficazmente sus 

efectos. 

Sí, por el contrario, el acto carece de algunos requisitos exigidos por la ley, tal 

acto será nulo según lo prescribe el artículo 1740 del Código Civil. 

Para el planteamiento de esta nulidad solo analizaremos la CAPACIDAD de las 

partes: 

Son causales de nulidad absoluta; la incapacidad absoluta de alguna de las 

partes; se constituyen como incapaces absolutos según el artículo 1504 ibídem, 

los dementes, los impúberes y los sordo mudos que no se pueden dar a 

entender por escrito u otro medio idóneo. Son también causales de nulidad 

absoluta la ilicitud del objeto o la causa y la falta de alguna de las formalidades 

(art. 1741 C.C.). 

Artículo 1504. Incapacidad absoluta y relativa. Son absolutamente 

incapaces los impúberes. Sus actos no producen ni aún obligaciones 

naturales, y no admiten caución. Son también incapaces los menores 

púberes. Pero la incapacidad de estas personas no es absoluta y sus actos 

pueden tener valor en ciertas circunstancias y bajo ciertos respectos 

determinados por las leyes. Además de estas incapacidades hay otras 

particulares que consisten en la prohibición que la ley ha impuesto a 

ciertas personas para ejecutar ciertos actos. 



 

10 
Dirección: carrera 24 # 22 – 36 oficina 502 Edificio Sociedad Caldense de Ingenieros Civiles 

Teléfono: 3226079945 
Correo Electrónico: leandroxiii@gmail.com 

LUIS LEANDRO CASTAÑO BEDOYA                                                                                                       
ABOGADO  

 

En materia de nulidad absoluta, la legitimación por activa es amplia, se puede 

alegar por ambas partes, aún por la parte que originó la nulidad así alegue su 

imprudencia; de igual manera los causahabientes pueden incoarla por dos vías: 

A título singular, como quienes en razón a un negocio jurídico derivan su 

posición jurídica a quien celebró el negocio nulo, o a título universal, quienes se 

constituyen como herederos.  

El juez de la causa estará obligado a declarar de oficio la nulidad absoluta, 

siempre y cuando esta se manifieste, entendido esto, como en cualquier 

momento que el juez percate o perciba que un determinado acto está en 

contravía del ordenamiento jurídico, y por ende del interés general, como en el 

caso planteado al ser adquirida una obligación por una persona legalmente 

incapaz. 

Y es que la ley de forma precisa se encarga de este asunto cuando se predica 

en el estatuto civil articulo 1741 lo siguiente: 

ARTICULO 1741. NULIDAD ABSOLUTA Y RELATIVA. 

La nulidad producida por un objeto o causa ilícita, y la nulidad producida 

por la omisión de algún requisito o formalidad que las leyes prescriben 

para el valor de ciertos actos o contratos en consideración a la naturaleza 

de ellos, y no a la calidad o estado de las personas que los ejecutan o 

acuerdan, son nulidades absolutas. 

Hay así mismo nulidad absoluta en los actos y contratos de personas 

absolutamente incapaces. 

Cualquiera otra especie de vicio produce nulidad relativa, y da derecho a 

la rescisión del acto o contrato. (subrayas y negrillas mías)  

La actual tesis de protección de los derechos y representación de los incapaces 

es orientada en varios ejes centrales como MODELO SOCIAL DE LA 

DISCAPACIDAD-: (i) la dignidad humana, (ii) la autonomía e independencia 

individual, (iii) libertad de tomar las propias decisiones, (iv) la no discriminación, 

(v) la participación plena y efectiva en la sociedad, (v) la accesibilidad y (vi) la 

igualdad de oportunidades. Estos ejes son esenciales para comprender el 

reconocimiento de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad.  

La capacidad jurídica es el atributo más esencial de la personalidad jurídica de 

una persona. Es la aptitud para que todo sujeto sea titular de derechos y de esta 

manera poder ejercerlos. Tradicionalmente, se entiende que, quien padece una 
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discapacidad -principalmente cognitiva o psicosocial-, no puede tomar 

decisiones jurídicamente relevantes, y, por tanto, los sistemas jurídicos 

designan un tercero como remplazó de la persona en situación de discapacidad 

para la toma de decisiones que a aquella le conciernen (sentencia de tutela T-

392-2020, M.P. ALBERTO ROJAS RÍOS) 

Sin embargo, no se debe equiparar la capacidad jurídica con la capacidad 

mental. La primera es un derecho humano reconocido por el Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos y no puede serle negado a nadie, 

independiente de la capacidad mental de cada persona.  En este sentido, la 

capacidad mental de un sujeto no puede utilizarse como justificación para 

negar su capacidad jurídica. Por el contrario, se debe garantizar el derecho a la 

autonomía de la voluntad y las preferencias de estas personas en la toma de 

decisiones, motivo por el cual, los sistemas de sustitución o de interdicción son 

un obstáculo para el cumplimiento de dicho propósito. Por ende, la medida 

adecuada para el pleno ejercicio de los derechos de esta población, consiste en 

un sistema de apoyos. 

Con relación a este tema se ha referido en reciente jurisprudencia la Corte 

Constitucional mediante Sentencia C-025/21 M.P. Dr. ALBERTO ROJAS RÍOS:   

 La dignidad humana y la igualdad, cuando se trata de reconocer el 

derecho al ejercicio de la capacidad jurídica de las personas en 

condiciones de discapacidad desde la perspectiva del modelo social, son 

trascendentales. Al concebir a las personas como sujetos dueños de sus 

planes de vida y reconocerles una autonomía para su participación en 

igualdad de condiciones en la sociedad a través de la realización de actos 

jurídicos, se exige por parte del Estado y la comunidad en general, 

procurar apoyos o medidas adecuadas para que, independientemente de 

la diversidad funcional que presente una persona, pueda ejercer sus 

derechos de acuerdo con su voluntad y preferencias y asumir 

obligaciones, acorde con sus intereses. 

En la sentencia se menciona que la Ley 1306 de 2009 fue concebida por el 

Legislador como una herramienta de protección, más actualizada y flexible, que 

otorga mayor libertad a los sujetos que tengan cualquier tipo de discapacidad 

mental.  

El último avance normativo en materia de capacidad jurídica, específicamente, 

fue la expedición de la Ley 1996 de 2019 “Por medio de la cual se establece el 

régimen para el ejercicio de la capacidad legal de las personas con discapacidad 

mayores de edad”. Dentro de esta nueva normativa, los cambios más 

relevantes son los siguientes: (i) elimina del ordenamiento civil la incapacidad 
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legal absoluta por discapacidad mental, dejando solo a los impúberes como 

sujetos incapaces absolutos; (ii) deroga el régimen de guardas e interdicción 

para las personas en condiciones de discapacidad mental, cognitiva o 

intelectual; (iii) presume la capacidad de goce y ejercicio para todas las 

personas con discapacidad; (iv) establece dos mecanismos que facilitan a las 

personas con discapacidad manifestar su voluntad y preferencias en el 

momento de tomar decisión con efectos jurídicos: (a) acuerdos de apoyos y (b) 

adjudicación judicial de apoyos; y (v) regula las directivas anticipadas, como una 

herramienta para las personas mayores de edad en las que se manifiesta la 

voluntad de actos jurídicos con antelación a los mismos. 

En suma, puede verse que la comprensión de la discapacidad ha sido evolutiva 

a lo largo de los años, tanto a nivel nacional como a nivel internacional. 

Actualmente el estándar más alto de protección se sustenta en el modelo social 

de la discapacidad que la concibe como las barreras sociales y del entorno que 

impiden a las personas con discapacidad el ejercicio y goce de los derechos 

humanos en igualdad de condiciones a las demás. Tratándose de la capacidad 

jurídica, el Estado debe reconocer y garantizar su ejercicio real y efectivo, y ante 

todo, asegurar que la voluntad y las preferencias de la persona con 

discapacidad sean respetadas en todos los ámbitos. Por lo anterior, los 

regímenes de interdicción o curaduría/tutela deben ser derogados por los 

Estados, e implementar sistemas de toma de decisiones con apoyos. La 

intensidad de los apoyos que se implementen, para asistir el ejercicio de la 

capacidad jurídica, deben obedecer a criterios de necesidad y proporcionalidad. 

Continúa diciendo la misma sentencia:  

“…en conclusión la jurisprudencia constitucional, al igual que los avances 

legislativos hacía un modelo social de discapacidad, ha ido evolucionando 

en sus posiciones y ha dado mayor prevalencia a la autonomía de las 

personas con discapacidad intelectual. En lo relacionado con la capacidad 

jurídica, la jurisprudencia siempre reconoció su titularidad y goce en 

igualdad de condiciones a las personas con discapacidad. Sin embargo, 

en lo relacionado con el ejercicio de la capacidad legal para la realización 

de actos jurídicos, la Corte, en virtud del estándar legal vigente en la 

materia, restringió su ejercicio a la interdicción judicial…” 

Vemos entonces señoría que, con toda la evolución constitucional y 

fundamentado primero, en la sentencia en donde, primero se declara 

INTERDICTO POR DEMENCIA como INCAPAZ ABSOLUTO mediante la sentencia 

180 del 02 de octubre de 2017, expedida por el Juzgado Segundo de Familia del 
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Circuito de Manizales, el señor EDGAR ENRIQUE BUCHELI, fue diagnosticado 

desde el día 20 de abril de 2015, como PACIENTE DISCAPACIDAD MENTAL 

ABSULTA Y LIMITACIONES PSIQUICAS GRAVES Y DE COMPORTAMEINTO QUE 

NO LE PERMITEN COMPRENDER EL ALCANCE DE SUS ACTOS DEBIDA A 

TRASNTORNO NEUROPSIQUIATRICO DE GRADO MODERADO A SEVERO, POR LO 

ANTERIOR NO ES CAPAZ DE ADMINSTRAR SUS BIENES, NI DISPONER DE ELLOS 

RESPONSABLEMENTE. (Medico perito psiquiatra auxiliar de la Justicia Dr. Marco 

Antonio Acosta López C.C.10.534.184 T.P.0270), valoración efectuada desde el 

día 05 de agosto de 2017. 

Como es evidente señor Juez la obligación adquirida por mi representado 

cobrada en este proceso, fue suscrita en el tiempo de declaratoria judicial de 

demencia y en años anteriores la parte médica ya había detectado y 

diagnosticado esta discapacidad nivel mental. 

Por todo lo anterior, con mi acostumbrado respeto le solicito a usted señoría:  

DECLARACIONES QUE SE PRETENDEN. 

Primero. Que se DECLARE la NULIDAD de todo lo hasta ahora actuado por las 

irregularidades planteadas al despacho mediante este escrito, desde el auto 

admisorio de la demanda, como medida de saneamiento y en clara protección 

a los derechos constitucionales del debido proceso, contradicción y derecho de 

defensa de mi representado EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI, fundada en la causal 

octava la reglada en el artículo 133 del C. General del Proceso, que dice: 

8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio 

de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las 

demás personas, aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas 

como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera 

de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al 

Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo 

con la ley debió ser citado. 

Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar 

una providencia distinta del auto admisorio de la demanda o del 

mandamiento de pago, el defecto se corregirá practicando la notificación 

omitida, pero será nula la actuación posterior que dependa de dicha 

providencia, salvo que se haya saneado en la forma establecida en este 

código. (subrayas y negrillas) 
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Segundo. Se ordene en virtud de la declaratoria de la Nulidad del punto 

anterior, la cancelación de los embargos y medidas cautelares decretadas y 

practicadas dentro de estas diligencias.  

Tercero. PETICION DE FONDO. NULIDAD ABSOLUTA. 

Declarar la nulidad absoluta del contrato de mutuo que consta en la Obligación 

número 28003330005291 incorporada en el pagaré número 28003330005291 

obligación adquirida el día 05 de octubre de 2017, por medio del cual mi 

representado señor EDGAR ENRIQUEZ BUCHELI, adquirió un compromiso de 

pago con el BANCO POPULAR S.A., por un valor de DOSCIENTOS SEIS MILLONES 

DE PESOS ($206.000.000)  para ser pagados en 120 cuotas mensuales, por falta 

de capacidad mental que afectaba necesariamente su voluntad, tanto que al 

momento de la adquisición del crédito  ya había sido declarado en interdicción 

judicial por esa causa y además la fecha de estructuración de ese padecimiento 

fue el día 20 de abril de 2015, por lo anterior se ordene las restituciones de los 

valores descontados a él de su patrimonio y se cancelen las medidas cautelares 

ordenadas por el despacho.  

Cuarto. Solicito que en el fallo que declare la nulidad, se ordene el reintegro de 

todas las sumas pagadas del patrimonio de mi representado al Banco Popular, 

por cuanto fueron retenidas de manera indebida. 

Quinto. Condenar en costas a la parte demandante. 

PRUEBAS. 

Solicito se tengan como tales las obrantes dentro del proceso en lo que permita 

la ley y las que son aportadas por mí en este escrito de solicitud de nulidad. 

DOCUMENTALES.  

 Valoración por el presunto interdicto por discapacidad mental, Edgar 

Enríquez Buchelli, rendida por el Perito Auxiliar de la justicia Doctor 

Marco Antonio Acosta López del día 05 de agosto de 2017. 

 Copia de la sentencia No. 180 del 02 de octubre de 2017, en la cual se 

declara interdicción por Discapacidad Mental Absoluta al señor EDGAR 

ENRIQUEZ BUCHELLI, emitida por el Juzgado Segundo de Familia de 

Oralidad del Circuito de Manizales, Caldas. 

 Copia de dictamen de determinación de origen y/o pérdida de capacidad 

laboral y ocupacional, proferido por la Junta Regional de Invalidez de 

Caldas del día 07 de noviembre de 2018. 
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 Registro civil de defunción No. 9925726 de la señora OLGA CERON DE 

ENRIQUEZ. 

 Certificados de devengados y deducidos de Colpensiones por el periodo 

2021-01 a 2021-09 y 2021-11 a 2021-11. 

 Pantallazo del correo electrónico al que fue notificado el señor EDGAR 

ENRIQUEZ BUCHELLI, en el cual se evidencia que no pertenece a él y se 

identifica quien es la propietaria de dicho email.  

ANEXOS 

 Poder para actuar 

 Documentos relacionados en el acápite de pruebas. 

Notificaciones: las recibiré en  la secretaria de su despacho o en mi oficina de 

abogado ubicada en la carrera 22-36  Edificio Sociedad Caldense de Ingenieros 

Civiles, oficina 502 correo electrónico leandroxiii@gmail.com  y al número 

3226079945.   

Atentamente,   

 

 

LUIS LEANDRO CASTAÑO BEDOYA  

C.C. # 10.284.036 DE MANIZALES  

T.P. # 107.593 del C. S. de la J. 
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